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Bogotá, D.C.,  25 de enero de 2019
Honorable Magistrado

LUIS ALONSO RICO PUERTA

Sala de Casación Civil 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

Ciudad

REF: Exp. 11001-02-03-000-2018-03301-00
EXEQUÁTUR: Sentencia de 6 de noviembre de 2015, proferida  por  el Juzgado de Primera Instancia número 3 de Ferrol, Provincia La Coruña, España.
Demandante: WILMER ENRIQUE ROMERO ORJUELA.

Honorable Magistrado:

Obrando en mi calidad de Procuradora Delegada para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia, legitimada para actuar ante la Honorable Corte Suprema de Justicia en condición de Agente del Ministerio Público en defensa del orden jurídico y de la familia, en forma respetuosa y dentro de la oportunidad legal descorro el traslado conferido en Auto de 11 de diciembre de 2018 dentro del proceso de la referencia, conforme a las siguientes consideraciones:

1. Antecedentes

Los ciudadanos colombianos WILMER ENRIQUE ROMERO ORJUELA, identificado con la cédula de ciudadanía 8.531.921 de Barranquilla e INGRID KATHERINE SOLANO JIMÉNEZ, identificada con la cédula de ciudadanía 26.802.126 de Barranquilla,  contrajeron matrimonio civil el 9 de agosto de 2008 ante la Notaría Segunda del Círculo del Municipio de Soledad (Departamento del Atlántico).
El vínculo conyugal fue debidamente inscrito en los correspondientes registros de nacimiento tanto de WILMER ENRIQUE ROMERO ORJUELA como de INGRID KATHERINE SOLANO JIMÉNEZ, bajo el indicativo serial 05417969 de la misma Notaría, del cual se anexa la correspondiente copia.
De consuno, los cónyuges WILMER ENRIQUE ROMERO ORJUELA e INGRID KATHERINE SOLANO JIMÉNEZ decidieron disolver el vínculo matrimonial, para cuyo reconocimiento acudieron ante el Juzgado de Primera Instancia No. 3 del municipio de Ferrol, Provincia de La Coruña, España, el cual expidió la sentencia definitiva el 6 de noviembre de 2015, mediante decreto No. 00653/2015, que según ha sido certificado se halla debidamente ejecutoriada. A la demanda de Exequatur se acompaña, además, copia legalizada de la citada sentencia.

De acuerdo con manifestación expresa, los señores WILMER ENRIQUE ROMERO ORJUELA e INGRID KATHERINE SOLANO JIMÉNEZ no procrearon hijos, así como tampoco adquirieron bienes muebles o inmuebles en Colombia ni en España.

Con la presente demanda de Exequátur se pretende que la sentencia del Juzgado de Primera Instancia No. 3 del municipio de Ferrol, Provincia de La Coruña, en España, surta plenos efectos e la República de Colombia, frente al divorcio de mutuo acuerdo como la disolución del régimen económico matrimonial. 
2. La institución del Exequátur en el ordenamiento jurídico colombiano
Según la RAE el Exequátur está definido como el “Reconocimiento en un país de las sentencias dictadas por tribunales de otro Estado”
, previsto como el medio adecuado para el afianzamiento de las relaciones en el marco del derecho internacional privado.
En desarrollo de los principios constitucionales, en especial los de justicia y equidad, del derecho internacional y las nuevas políticas de globalización del derecho, el Estado Colombiano ha venido aceptando cada vez más la tendencia de conceder valor y fuerza vinculante a las sentencias proferidas por los jueces extranjeros.

El artículo 605 del Código General del Proceso señala los efectos en Colombia de las sentencias extranjeras, los requisitos para la presentación de la demanda y el trámite con miras al reconocimiento de los fallos judiciales. Además, resalta la fuerza obligatoria de las sentencias extranjeras y otras providencias con tal carácter, pronunciadas en procesos contenciosos o de jurisdicción voluntaria, conforme a lo dispuesto en los tratados existentes con el respectivo país, lo cual igualmente se predica de los laudos arbitrales proferidos en el exterior. 
Dentro de los requisitos de la demanda de exequátur, señala el artículo 606 de la misma codificación adjetiva que para que la sentencia extranjera surta efectos en el país, deberá reunir los siguientes requisitos:

 “1. Que no verse sobre derechos reales constituidos en bienes que se encontraban en territorio colombiano en el momento de iniciarse el proceso en que la sentencia se profirió. 

“2. Que no se oponga a leyes u otras disposiciones colombianas de orden público, exceptuadas las de procedimiento.

“3. Que se encuentre ejecutoriada de conformidad con la ley del país de origen, y se presente en copia debidamente legalizada.

“4. Que el asunto sobre el cual recae, no sea de competencia exclusiva de los jueces colombianos.
“5. Que en Colombia no exista proceso en curso ni sentencia ejecutoriada de jueces nacionales sobre el mismo asunto. 

“6. Que si se hubiere dictado en proceso contencioso, se haya cumplido el requisito de la debida citación y contradicción del demandado, conforme a la ley del país de origen, lo que se presume por la ejecutoria. 

“7. Que se cumpla el requisito del exequátur.”
Sobre el Exequátur la jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha expresado lo siguiente de manera reiterada:
Como reflejo de la soberanía del Estado, el artículo 693 del Código de Procedimiento Civil consagra que "las sentencias" y otras providencias que revistan tal carácter, pronunciadas en un país extranjero en proceso contencioso o de jurisdicción voluntaria, tendrán en Colombia la fuerza que les concedan los tratados existentes con ese país, y en defecto la que allí se reconozca a las proferidas en Colombia.
Se traduce lo anterior en que, por regla general, las decisiones judiciales extranjeras no se pueden hacer valer en Colombia y en que, por excepción, cobran vigor siempre y cuando exista con el país extraño un tratado que así lo consagre -reciprocidad diplomática- o falta de convenio internacional, exista ley, allá mismo, que le otorgue valor a las sentencias proferidas oír los jueces colombianos -reciprocidad legislativa.
 
Por virtud del principio de la carga probatoria que impone el artículo 177 del CPC, en cualquiera de las hipótesis de excepción mencionadas, le corresponde al solicitante del exequátur demostrar, previas las formalidades legales pertinentes, la existencia del respectivo tratado o de la ley extranjera, presupuesto indispensable para que pueda la Corte examinar otras condiciones e incidencias propias de la solicitud de la que se trata.
Por su parte, el artículo 695 regula el proceso relativo al exequátur, que comprende las fases antes mencionadas, con lo cual se busca garantizar el derecho fundamental al debido proceso para el reconocimiento de la eficacia, el carácter de cosa juzgada de la sentencia extranjera y su fuerza obligatoria.
 

Por tratarse de una demanda que atañe a una familia y siendo esta el núcleo fundamental de la sociedad (cánones 5 y 42 constitucionales), el Estado debe garantizar su protección integral, y  si uno de los fines esenciales del Estado es velar por “la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución” (art. 2), debe garantizar los derechos de la familia.
En el marco de ese imperativo constitucional, el Estado Colombiano propugna porque sus relaciones exteriores se fundamenten en la soberanía nacional, en el respeto a la autodeterminación de los pueblos y en el reconocimiento de los principios del derecho internacional aceptados por Colombia. Bajo ese contexto, aplican mediante el bloque de constitucionalidad los tratados y convenios internacionales que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, los cuales prevalecen en el orden interno.   

Considerando el interés general y el bienestar de las familias, se tiene en cuenta lo consagrado en la Legislación Internacional, en especial las leyes sobre el matrimonio y su régimen patrimonial, así como la reiterada jurisprudencia de esta Corporación, en cuanto a la necesidad de tomar urgentes determinaciones sobre la protección del matrimonio y en especial la disolución y liquidación de la sociedad conyugal;  bajo reserva de revisión judicial la autoridad competente determinará de conformidad con los procedimientos aplicables, que tal decisión resulta necesaria cuando los cónyuges no han cumplido los fines del matrimonio y por lo tanto se haya configurado la causal para que se decrete el divorcio, tal y como ocurrió en el presente caso.

3. Requisitos del Exequátur para el caso en estudio

Se demanda la homologación por vía de exequátur de la sentencia de divorcio proferida el 6 de noviembre de 2015 por el Juzgado de Instancia No. 3 del municipio de Ferrol, Provincia de La Coruña, España, entre WILMER ENRIQUE ROMERO ORJUELA e INGRID KATHERINE SOLANO JIMÉNEZ, ciudadanos colombianos que decidieron acudir ante la judicatura española de manera consensual, con miras a que la Corte haga la valoración del conjunto de requisitos contenidos en el ordenamiento jurídico colombiano para concluir si una sentencia judicial emanada de un juez extranjero puede ser homologada en Colombia.    

La legislación colombiana ha aceptado el reconocimiento de las sentencias extranjeras debidamente ejecutoriadas, siempre que éstas “sea[n] compatible[s] con los principios y las leyes de orden público del Estado Colombiano”
. Además, es doctrina reiterada de esta Corporación que para que una sentencia o laudo extranjero surta efectos en Colombia debe reunir tres requisitos: “1. Que no verse sobre derechos reales constituidos en bienes que se encontraban en territorio colombiano en el momento de iniciarse el proceso en que la sentencia se profirió. 2. Que no se oponga a leyes u otras disposiciones colombianas de orden público, exceptuadas las de procedimiento. 3. Que se encuentre ejecutoriada de conformidad con la ley del país de origen, y se presente en copia debidamente autenticada y legalizada”
.
En relación con el caso objeto de análisis, esta Procuraduría Delegada advierte con claridad que la sentencia de 6 de noviembre de 2015, por medio de la cual el Juzgado de Primera Instancia No. 3 del municipio de Ferrol, Provincia de la Coruña, en España,  declaró el divorcio definitivo del matrimonio civil entre los ciudadanos colombianos WILMER ENRIQUE ROMERO ORJUELA e INGRID KATHERINE SOLANO JIMÉNEZ, no versa sobre derechos reales constituidos en bienes que se encuentren en territorio colombiano, no se opone al derecho interno y que la sentencia se encuentra debidamente ejecutoriada de conformidad con la legislación del país de origen. Sobre este último aspecto, la certificación del 25 de julio de 2017 que se acompaña en la  demanda, rubricada por la señora SILVIA VILLA ALBERTINI, en su condición de Subdirectora General Adjunta de Cooperación Jurídica Internacional de la Dirección General de Cooperación Jurídica Internacional y Relaciones con las Confesiones de España, señala:
Que conforme al artículo 2 del Convenio sobre Ejecución de sentencias Civiles entre España y Colombia, hecho en Madrid el 30 de mayo de 1908 (Gaceta de Madrid de 18 de abril de 1909) la Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de Primera Instancia de D. Wilmer E Romero Orjuela y Da Ingrid Katherine Solano Jiménez, es firme.

Las piezas documentales aportadas con la demanda, incluida la certificación descrita en precedencia, se ajustan a los requisitos formales para su validez, por lo tanto, el fallo de origen no se opone a los principios y leyes de orden público en el marco del derecho colombiano, y guarda razonable consonancia en lo que respecta a la causal utilizada para deprecar y obtener el divorcio, esto es, el mutuo consentimiento, como también se encuentra estatuido en el numeral 9° del artículo 154 del Código Civil colombiano, modificado por la Ley 25 de 1992. 
Corolario de lo anterior, la demanda de exequatur presentada por el señor WILMER ENRIQUE ROMERO ORJUELA cumple con los requisitos formales y sustanciales para dar cabida al correspondiente proceso de homologación del fallo extranjero, previa observancia de la ritualidad contenida en el Capítulo I Título I Libro Quinto del Código General del Proceso. 
En los términos anteriores presento el concepto del Ministerio Público y me comprometo a estar atenta sobre el curso del proceso, a las pruebas de oficio que su Despacho llegare a decretar, y desde luego a la decisión de fondo. 

Del Señor Magistrado,  atentamente,

ADRIANA HERRERA BELTRÁN
Procuradora  Delegada para la Defensa 

de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y  la Familia
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